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  Presentación




  A pesar del carácter polisémico del concepto de Territorio y que como construcción intelectual puede ser examinado desde diferentes ángulos, este siempre ha ocupado un lugar importante en los estudios realizados desde el derecho y la ciencia política. Como sujeto de análisis en la ciencia jurídica, el territorio, como señala Kelsen, constituye el ámbito de validez de un orden jurídico estatal, y para la ciencia politológica es el espacio donde un grupo humano soberano interactúa y ejerce el poder político. Igualmente, no hay que olvidar que es elemento fundamental para la construcción del Estado moderno, por constituir el lugar donde se asienta su población, el escenario para el ejercicio del poder estatal y el límite de la acción gubernamental.




  Aprehender el territorio como objeto de análisis implica necesariamente observarlo como un espacio de construcción y apropiación social, que representa al mismo tiempo un marco de regulación, un área para la acción estatal y un referente de identidad (Vanier, 2010). Es decir, el territorio debe ser estudiado de forma pluridisciplinar, por ser el resultado de la articulación de las características mencionadas.




  Teniendo en cuenta estos elementos y los múltiples interrogantes que plantea la noción de “Territorio”, los profesores de la División de Ciencias Jurídicas de la Universidad del Norte, pertenecientes al Grupo de Investigación en Derecho y Ciencia Política (GIDECP) y al Grupo de Investigación en Sociología del Derecho, han decidido asumir el reto de abordar desde sus áreas de conocimiento el estudio y análisis de este concepto tan heterogéneo, plurivalente, complejo, en ocasiones de difícil aprehensión, pero de gran importancia en la reflexión política y jurídica contemporánea.




  Esta obra está conformada por cinco partes. La primera parte, El territorio en el mundo moderno y las nuevas construcciones en la esfera internacional, está compuesta por dos capítulos. El primero nos recuerda la importancia del territorio en la formación del Estado-nación, y que las transformaciones geopolíticas que sufrió Europa con el surgimiento del Estado moderno llevaron a replantear el significado de las fronteras y del territorio como componente determinante del Estado. El autor expone en su análisis que ya en los inicios del Renacimiento las predicciones del realismo político habían advertido sobre las consecuencias de la consolidación de los Estados-nación en la futura Europa, reconfigurando con esto geoestratégicamente el fundamento iuspolítico del territorio en la modernidad.




  En el segundo capítulo la autora tiene en cuenta que las dinámicas Estado-territorio no son exclusivas de la modernidad; como ejemplo de esto encontramos en la contemporaneidad el proceso de integración europeo, que parte de la asociación territorial de los Estados para lograr en principio una cohesión económica, que les permitiese afrontar el estado de devastación y crisis producto de la Segunda Guerra Mundial. Con este antecedente revisa los retos territoriales actuales de la ampliación de la Unión Europea, y cómo a partir del elemento territorial los Estados logran desarrollar un esquema integracionista de cara a lograr la unidad y el fortalecimiento frente a la comunidad internacional.




  La segunda parte, El territorio y su organización: avances y dificultades, nos recuerda que al hablar de organización del territorio necesariamente se aborda el tema de la descentralización, herramienta utilizada para la distribución del poder público entre centro y periferia; por esto, y dadas las características del proceso de descentralización político-administrativa a nivel municipal en América Latina, en el primer capítulo de esta parte el autor compara los diversos grados que han alcanzado las reformas estatales en siete países. Partiendo de la hipótesis de que las reformas descentralizadoras que han ocurrido en América Latina son el resultado de un proceso de reingeniería política desde los gobiernos centrales como respuesta a los desequilibrios que provoca la implantación del modelo de desarrollo neoliberal.




  En ese sentido, teniendo en cuenta la complejidad de las interrelaciones entre ordenamiento territorial y poder político, en el segundo capítulo el autor examina el modelo de organización territorial del Estado colombiano, tanto en el siglo XIX como el consagrado en la Constitución de 1991, buscando antecedentes y referentes actuales del modelo regional, para luego revisar las características del proyecto de Ley Orgánica de Ordenamiento Territorial que fue debatido y aprobado en el Congreso de la República. Si bien el marco normativo no explica todo el proceso de construcción regional, su aprobación despertó grandes expectativas respecto a la posibilidad de la implementación de la región y sus instituciones.




  Así, en el tercer capítulo se analiza la relación entre desarrollo y región, planteando las dificultades de implementar la región como entidad territorial en Colombia. Las autoras llaman la atención sobre la necesidad de un desarrollo endógeno en las regiones, proponen una definición de este y analizan la posición de algunos actores de la región respecto al desarrollo y la posibilidad de crear regiones con sus posibles instituciones, dado que actualmente no existe reglamentación legal al respecto. Asimismo, comparan esquemas regionales de diferentes países con los mínimos planteados en la Constitución Política colombiana.




  En el cuarto capítulo se aborda las dinámicas de la organización territorial y espacio público en el contexto local. El desarrollo urbano-territorial cuenta hoy día con un mecanismo de creación constitucional para su financiamiento, la participación en plusvalía, definida como derecho-deber colectivo por el artículo 82 de la Constitución Política. Dada la importancia de este mecanismo para el desarrollo urbano y el mejoramiento del espacio público, los autores presentan datos para su entendimiento y aplicación por parte de las autoridades públicas, analizando al mismo tiempo los aspectos relacionados con su desarrollo normativo y jurisprudencial en el marco del proceso de concreción y aplicación de la participación en plusvalía en el distrito de Barranquilla.




  La tercera parte, El territorio como espacio de identidad, ofrece al lector otra mirada de la relación individuo-territorio. En el primer capítulo los autores realizan un ejercicio teórico en torno a la cuestión del territorio del exilio, intentado alejarse de una reflexión meramente normativo-dogmática, al conjugar la filosofía, la sociología y la literatura. Con base en esa premisa plantean, entonces, que el territorio no se ajusta exclusivamente al elemento material que solemos aludir, por cuanto también representa una creación humana, que en el exilio presenta mayores complejidades que las que se presentan en el territorio de la patria.




  No menos complejas son las dinámicas en los territorios habitados por los pueblos indígenas; estas comunidades se han visto sometidas a un reconocimiento jurídico precario, en razón a las condiciones normativas y jurisprudenciales que han marginado sus facultades administrativas, su autonomía política y territorial. Por esto, en el segundo capítulo el autor, con el objetivo de demostrar este argumento, presenta las principales y más recientes producciones normativas y los pronunciamientos jurisprudenciales relativos a la descentralización territorial, el reconocimiento de la alteridad y subjetividad política de las comunidades indigenas y la re-centralización que ha experimentado el diseño institucional colombiano.




  El tema de la territorialidad puede ser igualmente estudiado desde la óptica local, al analizar las organización del territorio en las entidades o colectividades territoriales que conforman el Estado. Bajo ese entendido, en el tercer capítulo de esta parte las autoras presentan algunas orientaciones subjetivas ante una medida político-administrativa de impacto local, como es la designación de Barranquilla como Distrito Industrial, Especial y Portuario, y la consecuente obligación de dividir su territorio en localidades. El objetivo de su análisis es indagar sobre la legitimidad de dicha medida en la cotidianidad de sus habitantes, asumiendo que la pertenencia al territorio incide en la construcción de realidades sociales.




  En la cuarta parte, El territorio en Colombia: un espacio para la paz, se analiza el actual escenario de conflicto en Colombia, se estudia la importancia del factor territorial. En el primer capítulo el autor examina los programas de reintegración como negociación social, que incluyen su relación con el territorio a manera de desarrollar componentes de sensibilización de la comunidad y procesos de reconciliación con los excombatientes que implican diferentes apoyos, y el desarrollo de habilidades para la vida en general, la promoción de la participación de la comunidad en actividades conjuntas y articuladas para aumentar el apoyo social y reforzar el tejido social de las sociedades afectadas después de un conflicto.




  En este mismo escenario es claro que las prácticas de apropiación del territorio difieren entre los pueblos indígenas y las sociedades “occidentales”. Partiendo de esta reflexión, en el segundo capítulo de esta parte la autora centra la atención en la necesidad de que en el caso colombiano los procesos especiales de Justicia y Paz, cuando las víctimas sean poblaciones indígenas, se realicen bajo la cosmovisión de los individuos y del sujeto colectivo afectado, puesto que su relación con el territorio no es de dominio, como lo concibe la mayoría que busca recuperar la propiedad de la que ha sido despojada, sino que la restitución del territorio hace referencia a recuperar el derecho a la supervivencia, sus formas de convivencia, de relación con su entorno natural y sus creencias espirituales.




  En la quinta parte, Territorio y derechos fundamentales, en el primer capítulo se analiza la llamada potestad migratoria de los Estados, que por ser guardiana de la soberanía territorial sigue presentándose como discrecional y absoluta. Sin embargo, como señala la autora, el debate por la primacía de los derechos humanos más allá de las fronteras políticas y jurídicas recusa ese poder y demanda de él moderación, humanidad, respeto de la dignidad del individuo. Asimismo, muestra la realidad de los alcances de la potestad migratoria frente al respeto de la dignidad humana, y para ello analiza el alcance de la prevalencia de los derechos de los infantes como límite a la potestad migratoria.




  En el análisis del territorio no podíamos dejar por fuera los impactos que han tenido sobre el mismo las nuevas relaciones del mercado. Según la autora del segundo capítulo de esta parte, el territorio colombiano en materia empresarial se viene caracterizando por la inestabilidad de su economía. Revisa el principio de estabilidad laboral frente al derecho a la libertad de empresa, comparando el despido por necesidades de la empresa tanto en Europa como Colombia, abordando así algunas de las principales deficiencias que considera tiene el despido colectivo y que hacen prácticamente inviable el cumplimiento de su función dentro del territorio colombiano.




  Por último, pero no menos importante, atendiendo a la realidad de un mundo globalizado, se presenta una reflexión en torno a nuestro planeta “Tierra”, que bien podríamos llamarlo planeta “Agua”, aludiendo al líquido azul que lo rodea y ha determinado la existencia de la vida. Esta situación, señalan las autoras en el capítulo final, da origen al planteamiento sobre lo que el agua representa como parte del territorio y frontera entre Estados, y su relación con el proceso de creación de legislación supranacional tendiente a su preservación y uso por parte de la población mundial; además, sobre la forma como, desde la justicia constitucional colombiana, se viene consagrando el derecho al agua como derecho fundamental.




  Presentamos entonces al lector especializado y no especializado esta obra, que recoge investigaciones y el análisis de diferentes problemáticas planteadas desde un mismo objeto de estudio, siendo el interés de los autores evidenciar la importancia del diálogo entre disciplinas. Es así que el diálogo interdisciplinar, como el atravesar fronteras, nos ofrece la posibilidad de enriquecernos con lo que encontraremos del otro lado; no se trata, entonces, de abandonar nuestros territorios académicos, sean estos jurídicos o politológicos, sino, por el contrario, de construir fortalezas conjuntas que apunten al desarrollo del conocimiento y la construcción de comunidad académica.




  ÁNGEL TUIRÁN SARMIENTO


  Editor
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  ANTECEDENTES POLÍTICOS DE LA RELACIÓN ESTADO-TERRITORIO EN EL MUNDO MODERNO





  JAVIER ALFREDO FERREIRA OSPINO[1]




  INTRODUCCIÓN




  Las transformaciones geopolíticas que sufrió Europa con el surgimiento del Estado moderno llevaron a replantear el significado de las fronteras y del territorio como componente determinante del Estado. Ya en los inicios del Renacimiento las predicciones del realismo político de Nicolás de Maquiavelo, tanto en El arte de la guerra como en El príncipe, habían advertido sobre las consecuencias de la consolidación de los Estados-Nación en la futura Europa. Esta situación, puesta en evidencia con el desmoronamiento del feudalismo y el sistema de gobierno monárquico, es agudizada por la confrontación entre las raíces del nacionalismo[2] y el cosmopolitismo[3] en el interior del Estado moderno, que obliga a reconfigurar geoestratégicamente el fundamento iuspolítico del territorio en la modernidad.




  En este escrito se presentan unas consideraciones que permiten establecer puentes de entendimiento sobre el tema de la relación Estado-Territorio en la génesis del Estado moderno desde una perspectiva iuspolítica. En términos generales, se examina cómo la consolidación del Estado moderno en términos políticos es, a la vez, el espacio donde se se reconfigura el territorio como categoría geopolítica de la modernidad. El acercamiento a esta problemática se expone, sin más pretensiones que las permitidas, solo a partir de una acentuada consideración histórico-conceptual.




  I. DERECHO Y POLÍTICA: LA GÉNESIS DEL ESTADO MODERNO




  Más allá del significado geopolítico de las revoluciones del siglo XVIII, y su aporte a la historia, encontramos en ellas las manifestaciones de un nuevo rostro que a gritos exigía mayor reconocimiento en la sociedad. Estamos en presencia del nuevo Estado —el Estado del clamor de los desfavorecidos y de los que no tuvieron la fortuna de ser privilegiados por las estructuras cortesanas ni por los favores de la nobleza—.




  El soporte de la naciente forma de Estado del siglo XVIII tiene sus antecedentes en las premisas introducidas por: a) el conjunto de intelectuales que hicieron parte del constitucionalismo inglés, b) en las precisiones jurídico-políticas del contractualismo clásico de Hobbes, Locke y Rousseau, y c) la apuesta correctiva del iusnaturalismo racionalista y sus exponentes; ellas dan origen a las primeras manifestaciones del Estado moderno.




  1.1 EL CONSTITUCIONALISMO INGLÉS




  Bajo este nombre se agruparon una serie de partidarios de las tesis constitucionalistas que afianzaron el papel de la ley frente a la autoridad del monarca. Particularmente Fasso (1982) resalta:




  La ley se colocaba por encima del rey y por la ley se entendía el Common Law, esto es, el conjunto de costumbres y precedentes judiciales, creación espontánea del pueblo u obra de los jueces y no del derecho establecido por la voluntad regia. Esta ley considerada por los legisladores ingleses de principios del siglo XVII como Ley Fundamental, Fundamental Law, se consideraba como expresión misma de la razón, efectivamente superior a cualquier voluntad particular. (p. 79)




  Con base en esta consideración se presenta una serie de pronunciamientos de sectores que exigen de manera más efectiva una auténtica limitación del soberano en alusión al principio de la supremacía de la ley, lo que no es del todo aceptado por los distintos intereses que encierra una sociedad monárquica tradicional como la inglesa. Para articular finalmente lo que se denominó la superioridad de la ley fue necesaria la adecuación de distintos puntos de vista, que si bien no son considerados como una escuela, son en sí mismos una tendencia bastante uniforme. Entre las ideas que ayudaron a perfilar el tema de la superioridad de la ley se destacan, entre otras:




  Los constitucionalistas ingleses[4]





  

    

      


        	

          Ricardo Hooker (1554-1600)


        



        	

          La obediencia a la ley surge más que de un mero mandato de una voluntad; es en sí misma una exigencia de la razón que es conducida por una regla racional.




          La sociedad tiene el poder natural de hacer las leyes.


        

      




      

        	

          Eduard Coke (1552-1634)


        



        	

          La ley es la manifestación de la razón y será el soporte del Estado constitucional inglés moderno del siglo XVII.


        

      




      

        	

          Los Levellers:




          Juan Lilburne (1614-1657)


        



        	

          La igualdad natural es derecho innato de los hombres y se encuentra fundamentada en la razón.


        

      




      

        	

          Juan Milton (1608-1674)




          Jacobo Harrington (1611-1677)


        



        	

          La soberanía de la ley se evidencia cuando la voluntad del pueblo se une a la razón.




          La libertad de un Estado se funda en la supremacía de las leyes.


        

      


    




  




  1.2 LAS PRECISIONES JURÍDICO-POLÍTICAS DEL CONTRACTUALISMO CLÁSICO DE HOBBES, LOCKE Y ROUSSEAU




  El establecimiento de unas relaciones entre el Estado y sus miembros dio lugar a una serie de teorías en las que la constante giraba en torno a la forma de asegurar la obediencia a las leyes del Estado. Estas teorías tenían como elemento común un punto de partida en el cual todas las recreaciones de la formación del Estado descansaban bajo la ficción hipotética del estado de naturaleza, y aunque a continuación solo se haga énfasis en tres autores, existe una lista más detallada de intelectuales que hicieron su apuesta por formas de organización estatal fundadas en la precisiones del iusnaturalismo del siglo XVII y XVIII, entre los que se destacan Tomasio, Pufendorf y Kant, entre otros.




  1.2.1 Hobbes y el pacto de sujeción




  La consideración hobbesiana parte de un estado original hipotético de guerra entre los hombres[5] —homo homini lupus—, en el que no se asegura la convivencia, la paz y la vida. Hobbes es partidario de la creación de un Estado que esté soportado en la forma como los hombres ceden sus derechos, garantías y prerrogativas a favor de una persona o institución fuerte que garantice las condiciones mínimas de supervivencia de una sociedad. Para ello enuncia las características del Estado en su versión absolutista; empieza por describir las 19 leyes de naturaleza que justifica la dominación de uno sobre otro y la manera en que el ámbito de actuación de otro se inmiscuye en el ámbito personal, así:




  Thomas Hobbes[6]-Leyes de naturaleza




  

    

      


        	

          n.º


        



        	

          Leyes


        



        	

          Enunciación


        

      




      

        	

          I


        



        	

          Buscar la paz y seguirla y autodefensa total


        



        	

          Cada hombre debe esforzarse por la paz, mientras tiene la esperanza de lograrla; y cuando no puede obtenerla, debe buscar y utilizar todas las ayudas y ventajas de la guerra.


        

      




      

        	

          II


        



        	

          Renunciar al derecho natural en pro de la paz


        



        	

          Que uno acceda, si los demás consienten también, mientras se considere necesario para la paz y defensa de sí mismo, a renunciar a este derecho a todas las cosas y a satisfacerse con la misma libertad, frente a los demás hombres, que les sea concedida a los demás con respecto a él mismo… que renunciando a un derecho… se despoja a sí mismo de la libertad.


        

      




      

        	

          III


        



        	

          La justicia


        



        	

          Que los hombres cumplan los pactos que han celebrado.


        

      




      

        	

          IV


        



        	

          La gratitud


        



        	

          Que quien reciba un beneficio de otro por mera gracia se esfuerce en lograr que quien lo hizo no tenga motivo razonable para arrepentirse voluntariamente de ello.


        

      




      

        	

          V


        



        	

          La complacencia o deferencia


        



        	

          Que todo hombre se esfuerce por acomodarse al resto de los hombres.


        

      




      

        	

          VI


        



        	

          El perdón


        



        	

          Que dando garantía del tiempo futuro deben ser perdonadas las ofensas pasadas de quienes, arrepintiéndose, deseen ser perdonados.


        

      


    




  




  Continúa




  

    

      


        	

          n.º


        



        	

          Leyes


        



        	

          Enunciación


        

      




      

        	

          VII


        



        	

          Misericordia


        



        	

          Que en las venganzas los hombres no consideren la magnitud del mal pasado, sino la grandeza del bien venidero.


        

      




      

        	

          VIII


        



        	

          Contumelia o insolencia


        



        	

          Que ningún hombre por medio de actos, palabras, continente o gesto manifieste odio o desprecio a otro.


        

      




      

        	

          IX


        



        	

          Contra el orgullo


        



        	

          Que cada uno reconozca a los demás como iguales suyos por naturaleza.


        

      




      

        	

          X


        



        	

          Modestia o contra la arrogancia


        



        	

          Que al iniciarse condiciones de paz nadie exija reservarse ningún derecho que él mismo no se avendría a ver reservado por cualquier otro.


        

      




      

        	

          XI


        



        	

          Equidad


        



        	

          Si algún hombre se le encomienda juzgar entre otros dos, es un precepto de la ley de naturaleza que proceda con equidad entre ellos.


        

      




      

        	

          XII


        



        	

          Uso igual de cosas comunes


        



        	

          Aquellas cosas que no puedan ser divididas se disfruten en forma común, si pueden serlo; y si la cantidad de las cosas lo permite, sin límite; en otro caso, proporcionalmente al número de quienes tienen derecho a ello.


        

      


    




  




  Continúa




  

    

      


        	

          n.º


        



        	

          Leyes


        



        	

          Enunciación


        

      




      

        	

          XIII


        



        	

          De la suerte


        



        	

          En caso de una propiedad o cosa que no puedan ser divididas, entonces la primera posesión será determinada por la suerte.


        

      




      

        	

          XIV


        



        	

          De la progenitura y del primer establecimiento


        



        	

          Que aquellas cosas que no pueden ser gozadas en común ni divididas, sean adjudicadas al primer poseedor y en algunos casos al primer nacido, como adquiridas por suerte.


        

      




      

        	

          XV


        



        	

          De los mediadores


        



        	

          Que se le otorgue salvoconducto a todo hombre que medie por la paz.


        

      




      

        	

          XVI


        



        	

          Sumisión al arbitraje


        



        	

          Que aquellos que están en controversia sometan su derecho al juicio de un árbitro.


        

      




      

        	

          XVII


        



        	

          Nadie es juez de sí mismo


        



        	

          Ningún hombre es un árbitro adecuado para su propia causa.


        

      




      

        	

          XVIII


        



        	

          Nadie puede ser juez cuando tiene una causa natural de parcialidad


        



        	

          En una causa cualquiera nadie puede ser admitido como árbitro si para él resulta aparentemente un mayor provecho, honor o placer la victoria de una parte que de la otra.


        

      




      

        	

          IXX


        



        	

          De los testigos


        



        	

          En una controversia de hecho, como el juez no puede creer más a uno que a otro (si no hay más argumentos), deberá conceder crédito a un tercero, a un cuarto o a más.


        

      


    




  




  Estas leyes de naturaleza garantizan el entendimiento del porqué de la acumulación y concentración del poder en una sola persona. Con el advenimiento del Estado Hobbes intenta resolver los problemas propios de una situación natural que se debate entre las contingencias de la igualdad de poder, la igualdad de temor y la igualdad de libertad. Para Zarka (1995), el derecho natural que surge de la condición hipotética de estado de naturaleza, lejos de proporcionar los medios de salir de la guerra, la refuerza, y en consecuencia, se contradice a sí misma, de ahí que lo primero que deba hacerse para consolidar el estado posterior al estado primitivo de la sociedad sea asegurar lo concerniente a la esfera de la igualdad entre los hombres.




  Al respecto Zarka (1995) afirma que




  La igualdad bajo todas estas formas, lejos de ser un factor de paz y de concordia, conduce a la violencia. Dado que el resultado de un combate no se determina de antemano, cada uno puede esperar tener ventaja sobre el otro. Pero al mismo tiempo la igualdad impide que nadie logre una victoria decisiva, y es la condición de una guerra de la que es imposible salir, sino es por la muerte. En esta condición de inseguridad generalizada, en la que los signos de los comportamientos humanos son equívocos, la preocupación de defenderse conduce a cada individuo a anticiparse a la agresión real o imaginaria de que puede ser objeto en todo momento. (p. 215)




  El Estado es el resultado de una transferencia de derecho que los hombres hacen para asegurar, entre otros, la paz, la seguridad, por medio de la sujeción de un pacto en el que la voluntad consiente acatar un conjunto de disposiciones que tendrá efectos sobre su ámbito personal y público. En tal circunstancia se transfieren los derechos de las personas a un Estado o persona civil. A su vez, esta persona civil está dotada de tal poder que emplea todas sus acciones hacia la defensa de la paz y la seguridad, aunque en la consecución de tal empresa vulnere los derechos inalienables de quienes han consentido y aprobado el accionar de su poder.




  La salida del estado de naturaleza en Hobbes era advertida por medio de la solemnidad del mandato que se expresaba en las siguientes palabras: “Autorizo y transfiero a este hombre o asamblea mi derecho de gobernarme a mí mismo, a condición de que tú le transfieras tu derecho y autorices todos sus actos del mismo modo”.




  Para Zarka (1995):




  El pacto social es un pacto muy particular, porque instituye un juez supremo, y con ello hace pasar a los individuos del estado de naturaleza al estado civil. Todas las palabras y acciones del soberano vuelven a los súbditos en forma de obligaciones. El pacto social fundamenta a sí mismo su propia validez. El soberano fuera de toda recusación posible, se convierte en el juez instituido de las acciones de los súbditos, y es el único que tiene derecho de legislar y de prescribir lo que se debe considerar como justo o injusto, bueno o malo, en el estado. (p. 240)




  Finalmente, se observa en Hobbes que el Estado es el fruto del consentimiento entre los individuos a favor de un soberano que ostenta el poder del gobierno, y que el fin del pacto es la autoconservación, la paz que conlleva la renuncia de todos los derechos del individuo. La renuncia a las obligaciones contraídas es irrevocable, lo que da lugar al absolutismo.




  1.2.2 Locke y el pacto de unión




  De igual forma, Locke parte de una situación hipotética en la que describe el estado de naturaleza entre los hombres. A diferencia de Hobbes, en la condición de estado de naturaleza los hombres no tienden a la destrucción, ni es procedente la situación de guerra constante de todos contra todos. Este contractualista parte de la suposición de equiparar elementos descartados por la visión hobbesiana; entre ellos, establecer una mejor valoración al tema de la igualdad y, a la vez, vincular una condición que antes parecía insospechada, el equiparamiento de la libertad y la igualdad, en la expresión de que los hombres en el estado de naturaleza permanecían libres e iguales. Esta determinación inicial se constituirá en el principal desafío del Estado moderno en la postura de Locke, dado que el principal reto de la organización política será el aseguramiento de ambos principios, sin que ello signifique la supremacía de uno sobre otro ni la desvalorización de los dos.




  Locke (1994) explica que




  Los hombres todos libres por naturaleza, iguales e independientes, ninguno puede ser sacado de esa condición, y puesto bajo el poder político de otro sin su propio consentimiento. (p. 111)




  Esta consideración del estado de naturaleza prepolítico advierte que en el hombre una condición inicial que supondría no tiene por qué limitar o ceder en una situación posterior. Adicionalmente introduce un elemento nuevo como lo es una determinación del poder político, contrario al poder coercitivo, en el que cobra importancia el consentimiento que no procede del temor o miedo a la muerte como en el caso hobbesiano.




  Continúa Locke (1994):




  El único modo en que alguien se priva a sí mismo de su libertad natural y se somete a las ataduras de la sociedad civil es mediante un acuerdo con otros hombres, según el cual todos se unen formando una comunidad, a fin de convivir los unos con los otros, de una manera confortable, segura y pacífica, disfrutando sin riesgos de sus propiedades, frente a quienes no forman parte de dicha comunidad. (p. 111)




  Es notable en los contractualistas clásicos la manera como indican se asumirán los riesgos de convenir un acuerdo que fijará incuestionablemente restricciones a las libertades y formas vigentes en el estado de naturaleza preestatal. Al respecto, se señala no solamente la limitación que significa la convención, sino, al mismo tiempo, las ventajas que significa el ingreso, la pertenencia por vía del consentimiento a una sociedad civil. La figura elegida por Locke es el pacto de unión, en el que revela una intención por instaurar un sistema en el que se dé un auténtico valor al tema de las libertades y garantías civiles en el seno de una organización política; de allí, a través del consentimiento, cada hombre acepta ceder parte de su libertad, asumiendo lo que ello significa, a cambio de que el cuerpo civil con el cual conviene —llámese Estado fundante— brinde las garantías para el cumplimiento de las cosas que han precedido el pacto —es decir, su objeto— que se establecen bajo la prerrogativa del derecho de propiedad, y que indistintamente conducen al aseguramiento por parte del Estado de la vida, la libertad y sus posesiones.




  Para Locke recobran mucha importancia las observaciones introducidas por Hooker sobre la supremacía de la ley, especialmente el tema de la razón como fundamento del derecho; de ahí que en su fórmula contractualista deje claro que las determinaciones del gobierno civil, al que se accede por vía del consentimiento, son producto de la razón, no de autoridad ciega que desconoce y atropella las libertades y garantías por las cuales se accede al pacto de unión.




  Locke (1994), explica con los siguientes términos las razones que llevan a abandonar el estado de naturaleza:




  Si en el estado de naturaleza la libertad de un hombre es tan grande como hemos dicho; si él es señor absoluto de su propia persona y de sus posesiones en igual medida que pueda serlo el más poderoso; y si no es súbdito de nadie ¿por qué decide mermar su libertad? La respuesta a esta pregunta es obvia. Contesto diciendo que, aunque en el estado de naturaleza tiene el hombre todos esos derechos, está, sin embargo, expuesto constantemente a la incertidumbre y a la amenaza de ser invadido por otro. Pues como en el estado de naturaleza todos son reyes lo mismo que él, cada hombre es igual a los demás; y como la mayor parte de ellos no observa estrictamente la equidad y la justicia, el disfrute de la propiedad que un hombre tiene en un estado así es sumamente inseguro. (p. 133)




  Esta aclaración parece no menos que necesaria, dado que puede parecer, de alguna manera, más ventajoso seguir en estado de naturaleza en la doble condición de libres e iguales, pero tal situación no es garantía de la justicia, pues no supone que todos actúen con base en esta, admite entonces que en una consideración de naturaleza existan quienes no tengan como máxima de la razón la justicia y actúen por mediación de la fuerza y la intimidación; es por ello que el pacto de unión asegura la equidad para quienes lo consienten. Así, se infiere que las características que hacen que los individuos cedan una parte de su libertad natural sean, a la vez, promovidas en el seno de una comunidad política. Bajo el nombre de propiedad, los individuos que ahora hacen parte de una sociedad civil ven salvaguardadas la preservación de la vida, la libertad y sus posesiones.




  Locke (1994) explica de este modo los fines de la sociedad política y el gobierno:




  El gran y principal fin que lleva a los hombres a unirse en estados y a ponerse bajo un gobierno, es la preservación de su propiedad, cosa que no podían hacer en el estado de naturaleza, por faltar en él muchas cosas: primero, faltaba una ley establecida, fija y conocida, una ley que hubiese sido aceptada por consentimiento común, como una norma de lo bueno y lo malo, como criterio para decidir entre las controversias que surgieren entre los hombres (…) en segundo lugar falta en el estado de naturaleza un juez público imparcial, con autoridad para resolver los pleitos que surjan entre los hombres, según la ley establecida (…) en tercer lugar falta a menudo en el estado de naturaleza un poder que respalde y dé fuerza a la sentencia cuando esta es justa, a fin de que se ejecute debidamente. (p. 135)




  Las características del Estado bajo el supuesto de la organización de una sociedad civil parte del establecimiento de una ley, de un órgano que administre e imparta justicia, y de un cuerpo que ejerce presión para el cumplimiento de los mandatos judiciales. Nótese, por ejemplo, cómo se materializa la aspiración de los constitucionalistas ingleses del siglo XVI de imponer una desconcentración del poder en alusión a una monarquía, ya no absoluta, sino parlamentaria, en la que se estableciera el criterio de supremacía de la ley.




  Locke (1994) señala acerca de los fines del Estado:




  Y así, quienquiera que ostente el supremo poder legislativo en un Estado, está obligado a gobernar según lo que dicten las leyes establecidas promulgadas y conocidas por el pueblo, y a resolver los pleitos de acuerdo con dichas leyes, y a emplear la fuerza de la comunidad, exclusivamente, para que esas leyes se ejecuten dentro del país; y si se trata de relaciones con el extranjero, deben impedir o castigar las injurias que vengan de afuera, y a proteger la comunidad contra incursiones e invasiones. Y todo esto no debe estar dirigido a otro fin que no sea el de lograr la paz, la seguridad y el bien del pueblo. (p. 137)




  Como resultado de los presupuestos establecidos por Locke, un régimen político liberal en el que la organización política admite una división del poder entre el ejecutivo y el legislativo, con unas claras funciones en las que se distingan los poderes del órgano legislativo en lo concerniente a la creación e interpretación de la ley. Se asigna una particular tarea al Estado de ser el garante de los derechos a la propiedad privada, a las posesiones y vida de sus miembros.




  1.2.3 Rousseau y el contrato social




  El estado de naturaleza, como situación hipotética que explica la condición del hombre antes de la aparición del Estado, es descrito por Rousseau a partir de una serie de consideraciones en torno a una reconceptualización de la igualdad. En estado natural, contrariamente a lo señalado por Hobbes, el hombre está en igualdad de condiciones con los otros en plenitud de vida. Sin embargo, es la vida social en el interior de las organizaciones las que instaura las desigualdades. Esta es una alusión que intenta buscar en un elemento contrario a la razón —como lo defendió Locke— la justificación de un nuevo modelo de organización fundado en las arenas de las emociones políticas.




  Rousseau (1996a) señala que




  Siendo la desigualdad casi nula en el estado natural, su fuerza y su crecimiento provienen del desarrollo de nuestras facultades y del progreso del espíritu humano, convirtiéndose al fin en estable y legítima por medio del establecimiento de la propiedad privada. (p. 108)




  A diferencia de Locke, Rousseau considera la propiedad como un obstáculo para el desarrollo de un auténtico Estado. Por los intereses en juego, el tema de la propiedad resulta no menos que complicado, la aparición de la propiedad conlleva a la decadencia del estado de naturaleza, en el que unos pocos que detentan una posición de poder establecen para su conveniencia leyes que determinan privilegios frente a otros, lo que genera desigualdades materiales en la sociedad.




  La salida a este estado actual de las cosas en total desigualdad es volver a plantear el objeto del porqué los hombres consienten la organización política estatal; ello a partir de los siguientes elementos:




  Primero, el deseo de restablecer la igualdad que la naturaleza ha otorgado a los hombres y desmontar la desigualdad que estos y sus intereses individuales han instituido. Segundo, el deseo de concebir una sociedad bien gobernada, en la que el soberano y el pueblo sean una misma persona, es decir, la aspiración a un gobierno democrático. Tercero, el anhelo de un Estado que garantice la libertad y la supremacía de la ley, una república con tribunales con competencias definidas que garanticen el Estado de derecho.




  Rousseau (1996b) expresa sobre el Estado:




  “Encontrar una forma de asociación que defienda y proteja con la fuerza común la persona y los bienes de cada asociado, y por la cual cada uno, uniéndose a todos, no obedezca sino a sí mismo y permanezca tan libre como antes”. Tal es el problema fundamental cuya solución da el contrato social. Las cláusulas de este contrato están de tal suerte determinadas por la naturaleza del acto, que la menor modificación las haría inútiles y sin efecto; de manera, que, aunque no hayan sido jamás formalmente enunciadas, son en todas partes las mismas y han sido en todas partes tácitamente reconocidas y admitidas, hasta tanto que, violado el pacto social, cada cual recobra sus primitivos derechos y recupera su libertad natural, al perder la convencional por la cual había renunciado a la primera. Estas cláusulas, bien estudiadas, se reducen a una sola, a saber: la enajenación total de cada asociado con todos sus derechos a la comunidad entera, porque, primeramente, dándose por completo cada uno de los asociados, la condición es igual para todos; y siendo igual, ninguno tiene interés en hacerla onerosa para los demás (…) “Cada uno pone en común su persona y todo su poder bajo la suprema dirección de la voluntad general, y cada miembro considerado como parte indivisible del todo”. (…) Este acto de asociación convierte al instante la persona particular de cada contratante, en un cuerpo normal y colectivo, compuesto de tantos miembros como votos tiene la asamblea, la cual recibe de este mismo acto su unidad, su yo común, su vida y su voluntad. La persona pública que se constituye así, por la unión de todas las demás, tomaba en otro tiempo el nombre de ciudad y hoy el de república o cuerpo político, el cual es denominado Estado cuando es activo, potencia en comparación con sus semejantes. En cuanto a los asociados, estos toman colectivamente el nombre de pueblo y particularmente el de ciudadanos como partícipes de la autoridad soberana, y súbditos por estar sometidos a las leyes del Estado. (p. 9)




  Naturalmente, Rousseau entiende la dificultad que encierra quitar la figura del soberano del imaginario político decadente medieval; para ello insiste en el empoderamiento del sujeto en el ámbito del Estado. Con argumentos de autoridad y apelando a la fuerte tradición iusnatural apela al hecho inalienable de la libertad y al carácter volátil de los deseos y aspiraciones de igualdad en la naciente sociedad moderna. Quizás la tarea más complicada radicaba en el hecho de desacreditar la acumulación de propiedad como elemento resultante de una teoría del progreso liberal. En esta operación política se esboza de manera evidente la pretensión de una comunidad política sin distinciones de ninguna índole, en la que el axioma resultante se sostuviera sobre el principio de que la pérdida de la libertad natural y el derecho ilimitado a todo se justificaría sobre la base de la consecución de un Estado que protege en todos la libertad civil y la propiedad común en todo.




  1.3 EL IUSNATURALISMO RACIONALISTA Y LAS PRIMERAS MANIFESTACIONES EN CONSTRUCCIÓN DEL ESTADO MODERNO




  La transición occidental agenciada por el cambio de paradigma histórico y la llegada de nuevas concepciones acerca del mundo y la naturaleza dejan su huella en la naciente modernidad. El Estado moderno, como novedad frente a las monolíticas estructuras de poder del Medievo tardío, que aún en los siglos XVII y XVIII dominaban a algunas monarquías europeas, entra en una crisis estructural motivada por los nuevos modelos económicos y por una antropología política distinta.




  Desde distintas perspectivas, entre ellas: filosóficas, políticas y jurídicas, se presentan tendencias que explican y delinean el modelo característico del que pasará a llamarse el Estado moderno. En plano iuspolítico son comprensibles los discursos que con mayor fuerza comienzan a separar el conocimiento teológico de las producciones intelectuales políticas, jurídicas y filosóficas. El Renacimiento había dado origen a esta tendencia que se distanciaba cada vez más del Medioevo. Con el desplazamiento de la Iglesia de los asuntos políticos se instaura un antropocentrismo, una preocupación por el hombre, por su entorno natural y social, lo que desembocó en un giro progresivo que rezagó el decadente discurso teocéntrico.




  En este escenario se reconfigura la estructura del iusnaturalismo ajustándose a la nueva realidad social de Occidente —la Edad Moderna—. Sin embargo, en el plano jurídico-político, el paradigma escolástico dominaba el tema del poder, la obediencia y la justicia, entre otros aspectos. De allí que fue necesario decantar un conjunto de postulados que sumados de forma asistemática validaron y dieron forma a una teoría sólida del nuevo Estado. Como realidad jurídica-política, las tesis del iusnaturalismo racionalista se resumen en:




  

    	Distanciamiento de las explicaciones teológicas acerca de los ámbitos político-social y jurídico.




    	Determinación de la naturaleza racional del hombre como fuente del derecho natural.




    	Reconceptualización de categorías políticas y jurídicas: igualdad, derecho y tolerancia[7].




    	Establecimiento de la razón como soporte del derecho natural[8].




    	Diferenciación del rol del hombre tanto en el estado naturaleza —status naturalis— como en el estado civil —status civilis[9]—.




    	Aparición de un fundamento con vinculación real de la convención entre el Estado y sus miembros —el pacto[10]—.


  




  El aporte del iusnaturalismo racional a la consolidación del Estado moderno se refleja en las siguientes ideas:




  Despertar del Estado moderno en el iusnaturalismo racionalista[11]





  

    

      


        	

          Samuel Von Pufendorf (1632-1694)


        



        	

          A partir de la separación del derecho y la moral advierte que las relaciones entre los hombres son reguladas por el derecho natural y no por la moral, lo que le permite defender la tesis del derecho como un sistema orgánico y científico. Su postura contractualista se asemeja a Hobbes en lo que respecta a la condición natural del hombre, aunque su consideración de la vinculación del hombre a la sociedad civil organizada los diferencia porque acentúa el tema de la voluntad de todos como soporte de una voluntad única de la sociedad. El fin del estado de naturaleza termina con el pacto de unión, y el inicio del Estado como organización política se produce gracias al pacto de sujeción. Se muestra partidario de un Estado propio del absolutismo iluminado.


        

      




      

        	

          Cristian Tomasio (1552-1634)


        



        	

          Su tesis caracteriza una reflexión del derecho conforme a la razón para exaltar la condición del hombre; para ello elabora unas categorías de lo justo desde una perspectiva lógico-autónoma de la juridicidad. Estas ideas en el plano de la construcción del Estado moderno permiten —tal como lo había propuesto Locke con referencia a la tolerancia religiosa, enfatizando la libertad religiosa, es decir, apertura a una concepción liberal en las relaciones Iglesia-Estado— que las instituciones religiosas entiendan que su razón de ser reposa sobre sus fines teológicos y que ella está sometida al poder legítimo del Estado.


        

      


    




  




  II. LA CONSOLIDACIÓN DEL ESTADO




  Con los elementos expuestos, que aluden a una presentación iuspolítica de la organización civil, se pueden distinguir estructuras preliminares del naciente Estado moderno. Más allá de estas precisiones se encuentra su ubicación etimológica y genealógica, de las cuales sobresalen los siguientes antecedentes:




  Para Peces-Barba (2001):




  El propio nombre de Estado surgirá en el tránsito a la modernidad y se irá abriendo paso hasta imponerse a lo largo de la Edad Moderna. Surgirá en el contexto italiano, donde aparece la primera organización política moderna: el Estado-Ciudad (…) Anteriormente se utilizaban otros términos para designar a la organización política. Así se hablaba de polis, res publica, civitas, regnum. En la Edad Media el término que más se aproxima a lo que después será el Estado es la fórmula Communitas perfecta et sibi sufficiens, citada por Passerin. Quizás a finales de la Edad Media se utilizase ya el término status, como equivalente a Estado, pero probablemente se tratase de un uso aislado no consciente, aún, de la importancia que adquirirá el vocablo posteriormente (…). (p. 42)




  Es importante aclarar que si bien la combinación de la expresión “estado y soberano” tiene una presencia significativa en algunas de las construcciones teóricas medievales, ya sea en la Alta o Baja Edad Media, ello no significa que contenga el significado del uso del término en la naciente Edad Moderna. Al respecto se enuncia la teoría de las dos espadas a nivel del poder de la Iglesia sobre las monarquías católicas y las limitaciones del soberano.




  Continúa Peces-Barba:




  En todo caso este uso inicial del término Estado, en Maquiavelo y otros autores contemporáneos, no tiene un perfil unívoco que comporta en el pensamiento político actual. Un análisis de El Príncipe y también de los Discursos sobre la primera década de Tito Livio pone de relieve que «(…) Estado en Maquiavelo significa ante todo autoridad, preeminencia, poder político (del Príncipe sólo o del grupo político dominante en las repúblicas), que se ejerce sobre una determinada agrupación de hombres. Es, por tanto, el sujeto, netamente diferenciado del objeto del mando, que queda fuera de él, y lo soporta. Pero también significa extensión territorial, dominio, en sentido objetivo (ámbito y población dentro del cual y sobre el cual se ejerce una determinada autoridad)». (p. 43)




  Una de las transformaciones que introduce la Edad Moderna es la identificación del Estado como una organización política que evoluciona a partir de las consideraciones y garantía de derechos, como se observa en los eventos posteriores a las revoluciones burguesas del siglo XVIII. Pero este hecho en sí mismo logra deslindar de la consideración del Estado moderno el tema de la autoridad, que gracias, entre otros, al racionalismo permite que la Razón sea el criterio de validez del derecho y la organización política en mundo moderno.




  Peces-Barba concluye que




  En su concurrencia con otros términos, como République, en Bodino, o Commonwealth en los autores ingleses, Estado saldrá triunfante para designar a la organización política que surge del tránsito a la modernidad, aunque en los países anglosajones ese uso no se asumiese con tanta facilidad. Como recuerda Passerin, los ingleses prefieren emplear circunloquios como «servicio de la Corona», y los norteamericanos, para hablar del Estado Federal, government. En todo caso, para lo que aquí nos interesa, el término Estado, para significar al poder político moderno, está hoy absolutamente generalizado. La necesidad de inventar una expresión para designar esa nueva realidad que aparece con el tránsito a la modernidad, aunque tenga muchos elementos antiguos y medievales en su seno, es el mejor justificante de su carácter histórico y de la imposibilidad de comparar a otras formas políticas anteriores con el Estado, si no es en que todas son expresiones del Poder en cada momento histórico. (p. 44)




  III. EL ESTADO COMO EXTENSIÓN TERRITORIAL, DOMINIO EN SENTIDO OBJETIVO




  Desde el punto de vista político, las transformaciones que genera el inicio de la Edad Moderna impregnan en los escritos de los principales filósofos del derecho antes mencionados unos ideales de cambio en el Estado, y aunque en ellos existe la intención de formalizar una estructura del Estado basada en el criterio de la razón, también es cierto que existe, implícitamente en algunos, la reivindicación a anquilosadas formas de poder de la escolástica tardía que se niegan a desaparecer.




  Esta relación del Estado asociada al territorio y al dominio es claramente expuesta en las observaciones de Immanuel Wallerstein sobre la economía-mundo. En sus precisiones muestra cómo en la transición del modelo de poder del feudalismo a la primera manifestación del Estado moderno, a la que denomina Estado burocrático, se gesta una crisis sin precedentes de la sociedad, la economía y el poder. El Estado moderno tuvo como desafío establecer en el imaginario de la época una atractiva forma de gobierno que significara un mejor ejercicio del poder, que diera cuenta de las grandes frustraciones políticas que se generaron como consecuencia del estancamiento de la tecnología, de los gastos desmedidos, del endeudamiento de los monarcas, de los excesivos tributos, entre otros.




  Sobre el tema Wallerstein (2010) sostiene que




  Una nación-Estado es una unidad territorial, cuyos gobernantes aspiran hacer de ella una sociedad nacional. A partir del siglo XVI las naciones-Estado de Europa occidental pretendían crear sociedades nacionales relativamente homogéneas, en el centro de los imperios, utilizando como ayuda, para la creación de la sociedad nacional, la aventura imperial. (…) En síntesis, en Europa a finales de la Edad Media existía una civilización cristiana, pero no un “imperio-mundo” ni una “economía-mundo”. La mayor parte de Europa era feudal: consistía en nódulos económicos relativamente pequeños y, en cierto modo, autosuficientes basados en una forma de explotación que suponía la apropiación del pequeño excedente agrícola, producido en el seno de una economía señorial, por una pequeña clase de nobles (…) Esta contracción contra la expansión causó una crisis generalizada (guerras internas entre la nobleza y revueltas campesinas pueden ser consideradas como los dos síntomas fundamentales).




  Sumado a esto, el Estado moderno en relación con el territorio traería consigo una limitante que terminaría por convertirse en detonante en menos de un siglo: el tema de “la nación”. Con la materialización de las proyecciones políticas de los contractualistas empiezan a surgir diferencias significativas respecto a la forma como determinan la distribución del poder, pero también en cuanto a la referencia que hace del equilibrio entre libertad e igualdad y del carácter vinculante frente al tema de la propiedad. Particularmente, el tema de la soberanía da origen al tema del poder y la titularidad de derecho en la tenencia de la tierra. El territorio, entonces, será el escenario de los que confrontarán las aspiraciones de decadentes modelos señoriales que legitiman una anacrónica forma de autoridad frente al sujeto moderno, que ha superado el estado de naturaleza y ve en el Estado moderno el árbitro racional que dirime el conflicto de la propiedad. Lo cual va a exacerbar las pasiones y se refleja en los intereses que promueven las revoluciones burguesas de finales del siglo XVIII. Finalmente, esta situación, aunada a otros elementos, vislumbra anticipadamente la crisis del Estado-nación, señalada como la primera grieta del Estado moderno; todo ello quizás por la manera como el viejo Estado Absoluto se transformó en Estado Liberal.




  CONCLUSIONES




  A partir de lo anterior, el proceso de construcción de un Estado ideal aún no concluye; no se puede obviar el hecho de que el individuo forma parte de dicho progreso. Es decir, a través del tiempo el Estado ha tenido que enfrentar cada momento historico y sufrir el rigor de los cambios sociales, algunos basados en la violencia, lo que se traduce en una adaptación a las nuevas condiciones sociales y políticas.




  A pesar de que el Estado es el que respalda el cumplimiento de los derechos fundamentales de los miembros de la sociedad, son estos precisamente los que limitan el ejercicio de su poder, ya que sus políticas deben estar encaminadas a elevar el nivel de vida de los que están fuera del círculo del Estado. En ocasiones, quienes lo conforman subestiman la capacidad del pueblo para redirigir sus funciones y obligarlo a cumplir con su parte; por ejemplo, las revoluciones producidas en el siglo XVIII. El Estado olvida que la Ley es superior a él y que es aquí, en este contexto, en el que se debe notar igualdad en cuanto al cumplimiento de la misma.




  ¿Por qué la igualdad y la libertad ocasionan cambios drásticos en el funcionamiento del Estado? Porque son independientes de cualquier interés particular, lo que genera una contradicción en el individuo, que desea que se respeten sus derechos fundamentales pero, a la vez, depende del Estado para que este los haga valer y vigile el cumplimiento cabal de la ley, ya que también es necesario un tercero para armonizar la convivencia en sociedad.




  Cabe anotar que la dependencia individuo-Estado surge de la necesidad de que este satisfaga los requerimientos mínimos del primero para que pueda tener una vida digna, lo cual no evita la lucha de clases en la mayoría de los Estados modernos, como consecuencia de los cambios sociales, políticos y jurídicos producto del cambio de paradigmas tanto a nivel nacional como internacional.




  Por eso, la transición del Estado moderno a un Estado ideal tomará tiempo y será posible cuando la libertad individual conduzca a la igualdad social.
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  LAS AMPLIACIONES, RETOS TERRITORIALES PARA LA UNIÓN EUROPEA: CASO POLONIA





  SILVANA INSIGNARES CERA[12]




  INTRODUCCIÓN




  La ampliación de la Unión Europea[13] era un sueño de muchos, que visionaban una Europa unida y consolidada que pudiese hacerle frente a cualquier situación que se presentase en el contexto mundial. Así las cosas, Pizarro Quintero y Canuto Miguel señalaban que según Giscard, Europa debía edificarse sobre Francia, Alemania, Reino Unido, España e Italia y Polonia, que serían el núcleo duro de la Unión, aunque con la reforma de Niza esto cambió un poco porque con la aplicación del Consenso este núcleo no fue considerado como el eje central de Europa.




  En 2000 se plantea en la Unión la necesidad de la ampliación, teniendo en cuenta las exigencias de un mundo global, en el cual la motivación de la Unión no estaría dada solo por la agrupación de nuevos socios, sino también por los intereses de un contexto globalizado. Esto se materializa en el Consejo de Europa de 2000, en el que se plantean cuatro aspectos fundamentales, que servirían de base para cimentar las relaciones con los nuevos países que sean aceptados. En palabras de Bastida (2001), el Consejo estableció cuatro aspectos claves para el acceso de cada uno de los candidatos:




  

    	Establecimiento de un método para tratar las medidas transitorias (es decir, las medidas solicitadas por los candidatos cuando ya entren en la Unión Europea, con el fin de poder adaptarse totalmente a las exigencias de ésta).




    	Establecimiento de un cronograma (la Comisión habla de un “mapa de carreteras”) para las negociaciones, determinando fechas y prioridades. El objetivo del cronograma es que ambas partes (la Unión Europea y cada uno de los países candidatos) acepten un compromiso temporal realista.




    	Aplicación del principio del salto adelante (catch-up), es decir, la negociación para la adhesión definitiva dependerá del cumplimiento de las condiciones por parte de cada candidato, con independencia del comportamiento de los demás.




    	Una condición fundamental anterior a cualquier primera integración es la Reforma Institucional de la Unión Europea. Demos algún detalle significativo de estos cuatro puntos clave:


    a) Medidas transitorias: La Comisión Europea las divide en dos categorías:


    Aceptables: Son medidas de carácter técnico, referidas a objetos o temas bien definidos, de duración limitada y, sobre todo, que no contradigan “la competencia en el mercado único”.


    Negociables: Son medidas que pueden tener un impacto más significativo sobre el mercado único. Habrá que negociar las condiciones y el horizonte temporal de las mismas después de estudiar las repercusiones de su aceptación o denegación sobre la situación económica, la salud, el medio ambiente, los consumidores y ciudadanos en general. Habrá que tener en cuenta los efectos/demandas sobre el presupuesto comunitario. Inaceptables: Cuando suponen problemas fundamentales. (p. 12)


  




  Por lo anterior podemos entender que Polonia era considerado como un país estratégico, ya que con su incorporación se buscaba una mayor estabilidad en la Región, que a la larga se tradujera en evitar migraciones en masa y en buscar alternativas para minimizar los conflictos. En palabras de Muñoz Martínez (2002-2003), Polonia es un país estratégico a nivel territorial, ya que sirve de comunicación entre los países de Europa Occidental y el Este; ha vivido una importante transición política marcada frente al rechazo al régimen socialista y ha tenido un progreso económico considerable con relación a sus vecinos.




  Igualmente, presenta similitudes con España, por ejemplo, relacionadas con su población, lo que implica para Polonia una distribución del número de escaños en el Parlamento Europeo igual a España con 54 diputados. De la misma manera, se observan similitudes respecto de su política exterior y de la apuesta realizada por la democracia, la observancia del derecho internacional y su objetivo de pertenecer a la Unión Europea.




  I. EL TERRITORIO COMO ELEMENTO FUNDAMENTAL PARA LA CONSTRUCCIÓN DE POLÍTICAS DE LA UE




  El proceso de integración europeo parte de la asociación territorial de los Estados fundadores, que pretendían una cohesión económica que les permitiera fortalecerse después de la crisis económica producto de la Segunda Guerra Mundial. En este sentido, encontramos que a partir del elemento territorial los Estados logran desarrollar un esquema integracionista con miras a lograr la unidad y el fortalecimiento frente a la comunidad internacional.




  Por lo anterior, surge un concepto de cohesión territorial, con el fin de lograr evitar los desequilibrios a nivel regional, buscando que las regiones con mayor desigualdad pudiesen acceder a los beneficios derivados de pertenecer al mercado común europeo. Siendo uno de los instrumentos utilizados los Fondos Estructurales, que han servido hasta la fecha como mecanismo para el fortalecimiento de las distintas debilidades de cada región.




  Para tal fin, la Unión Europea ha desarrollado un marco jurídico en el que acoge al territorio como el elemento protagónico del desarrollo en Europa. Por tanto, podemos señalar que a partir de los años noventa[14] se fortalece la expedición normativa relacionada con el territorio, siendo el inicio el texto Europa 2000. Cooperación para la ordenación del territorio europeo, publicado en 1995 y que traducía el resultado final del borrador (“Europa 2000, perspectivas de desarrollo territorial para Europa”) de 1991. En este documento se analizaban los principales problemas territoriales y se diseñaban estrategias para avanzar en las distintas problemáticas; la PEOT (Perspectiva europea de ordenación del territorio) o SDEC (Esquema de desarrollo del espacio comunitario), Estrategia Territorial Europea (ETE)[15], aprobada en mayo de 1999 en Postdam y publicada en 2001; del primer y segundo Informe sobre la cohesión económica y social, el primero de 1996/97 y el segundo de 2001. Este último con un mayor desarrollo de contenidos y referencias relativas a la perspectiva territorial que debe guiar la política regional y de cohesión en Europa. También han de tenerse en cuenta las múltiples referencias regional-territoriales recogidas en el Tratado de la UE y en otros tratados constitutivos de las Comunidades Europeas (menciones a territorios y regiones específicas y su tratamiento dentro de la «constitución» de la UE y de otros textos básicos); Las políticas estructurales y los territorios de Europa: Islas y zonas costeras); sobre las áreas de montaña (Las políticas estructurales y los territorios de Europa: La montaña); sobre los espacios urbanos; sobre las regiones fronterizas, entre otros (Plaza, Romero & Farinós, 2003, pp. 236-237).




  Así las cosas, la tendencia de incluir el territorio dentro de la política europea se fortalece mediante diferentes factores relacionados con




  (…) el avance de la integración económica y el correspondiente aumento de la cooperación entre los Estados miembros; la creciente importancia de las autoridades regionales y locales y su función respecto al desarrollo territorial; o la futura ampliación de la UE y la evolución de las relaciones con las nuevas «fronteras» de la Unión. (Plaza et al., 2003)




  Por tanto, la incorporación de nuevos Estados a la Unión Europea comparte una serie de compromisos no solo económicos, sino también a nivel político, cultural y social, que tienen un impacto directo sobre el territorio soberano de los Estados miembros que ingresan a la Unión. Para efectos de esta investigación se analizarán los factores de la migración, teniendo en cuenta el incremento poblacional después de la ampliación; el fortalecimiento democrático que se refleja en la institucionalidad y en distintas políticas públicas relacionadas con el medio ambiente, el transporte, la seguridad, entre otros; y los compromisos que deben cumplir los Estados parte de la ampliación, teniendo como referente a Polonia como Estado estratégico.




  II. MIGRACIONES




  El tema de la migración de la población polaca a la Unión Europea no es un asunto actual; desde mucho antes del inicio de las negociaciones esta población siempre ha estado marcada por su alta movilidad, debido a circunstancias de índole políticas y económicas que la rodeaban.




  Así las cosas, esta situación obligó a los países que eran receptores por excelencia de la mano de obra polaca a plantear estrategias de contratación que permitieran el acceso de estos al mercado laboral, y es por esto que encontramos que en los años 90 la estrategia utilizada se relacionaba con la celebración de acuerdos bilaterales entre Estados; en palabras de Kaźmierkiewicz (2008, pp. 10-11), se aplicaba o un régimen bilateral o un régimen basado en la adhesión a la Unión Europea. En primer lugar, encontramos un acuerdo destacado, que es el intergubernamental entre Alemania y Polonia, que acogió el mayor número de inmigrantes polacos de la época; el segundo caso estaba condicionado a lo pactado en las negociaciones, esto es, el levantamiento de las restricciones totales para la contratación de mano de obra polaca en abril de 2011. Actualmente se mantienen en Alemania, Austria, Bélgica y Luxemburgo; por su parte, el Reino Unido condicionó la liberación de las restricciones a la participación en el Workers Registration Scheme[16]. En este orden de ideas, la migración desde la incorporación en la Unión ha creado dos fenómenos paralelos en los países: por una parte, en Polonia, donde se presenta escasez de mano de obra doméstica en algunos sectores como la construcción, porque la mano de obra poco calificada es la que mayor índice de movilidad presenta, debido a los bajos salarios devengados en este tipo de labores, lo que además ha favorecido a la contratación informal de extranjeros ilegales provenientes en la mayoría de Europa del Este o de la antigua URRS; por otra parte, la migración ha hecho cambiar el perfil del emigrante, que ya no está condicionado por sus bajos niveles de educación, sino que puede encontrarse mano de obra calificada y jóvenes profesionales en búsqueda de nuevas y mejores oportunidades laborales.




  III. CAMINO HACIA LA DEMOCRACIA




  El proceso democrático en Polonia estuvo caracterizado por una transición política que se inicia en 1980 con el surgimiento del movimiento sindical denominado “Solidaridad”, que será el gran protagonista de las profundas transformaciones del régimen político polaco. Esta nueva fuerza logró paralizar incluso el sistema productivo del país, ya que tenía una amplia lista de exigencias, entre las que se encontraban profundas transformaciones y reformas laborales, económicas y políticas, nada acordes con el régimen socialista de la época.




  La decisión que encontró el Gobierno del momento fue la represión mediante la promulgación de la “ley marcial” que declaro ilegal a “Solidaridad” e inmediatamente se ordenó la captura de sus representantes.




  La crisis económica de finales de los ochenta obligó al Gobierno a buscar una estrategia de mano de “Solidaridad”, e incluso de la Iglesia católica, que siempre apoyó abiertamente a los opositores al régimen; lo que se buscaba era precisamente salvar de la crisis económica el país, por lo que el sindicato planteó sus exigencias, entre las que se encontraban la libertad de los presos, el pluralismo político y, en general, el establecimiento de políticas que permitieran eliminar el monopolio político del Gobierno de la época.




  Estas negociaciones alcanzaron varios logros, que se evidenciaron en la mesa redonda negociadora, en la que tuvieron asiento tanto representantes del Gobierno como opositores; entre los principales acuerdos cabe mencionar, como bien lo señala Muñoz Martínez (2002-2003), la legalización de “Solidaridad”, el reconocimiento de la libertad religiosa, el derecho de acceso por parte de la oposición a los medios de comunicación, la reforma del sistema educativo, la reorganización de la Presidencia de la República, la restauración del Senado con Cámara Alta, ya que era unicameral, y solo había un partido; esto, sin duda, se constituyó en el primer paso a la democratización.




  Así las cosas, en 1989 se realizaron las primeras elecciones de carácter semidemocráticas, en las que se obtuvo como resultado el primer Gobierno que no era comunista; el Congreso aprobó la dirección por parte de un dirigente de “Solidaridad”, quien ocupó uno de los principales ministerios. A partir de este momento Polonia ha estado inmersa en constantes reformas de carácter político, sobre todo relacionadas con su régimen electoral, que muchas veces corresponde a intereses de carácter partidistas más que a las necesidades reales del país. En palabras del profesor Flores Juberías (2003a, p. 89), es claro “la manipulación electoral con fines partidistas”, así cada una de las elecciones celebradas en Polonia ha sido bajo leyes electorales diferentes, lo que se encuentra alejado de las necesidades reales de estabilidad a largo plazo.




  De la misma manera, en 1989 inicia su proceso de reforma constitucional, con las solicitudes de “Solidaridad” sobre cambios estructurales pero que se manifiestan en 1992 con una Constitución[17] de carácter provisional y culmina en 1997 con la de carácter permanente. El proceso de modernización ha estado enmarcado por la reorganización del territorio en 1998, que afianzó su descentralización y, por último, por la inclusión de tres reformas importantes en el área de la educación, sanidad y seguridad social.




  Esto se desarrolló paralelamente a las exigencias europeas sobre los requisitos de ingreso de los países que querían ser parte de la Unión; requerimientos que incluían la protección de los Derechos Humanos. Por tanto, Polonia no podía dar la espalda a esta exigencia y en noviembre 26 de 1991 se adhiere al Estatuto del Consejo de Europa; de Europa aceptó el Sistema de Protección y Control de los Derechos Humanos por parte de la Corte Europea de Derechos Humanos. Sin embargo, esto ha llevado a considerar el alto número de violaciones de estos derechos en países como Polonia, que se encuentran en su proceso de madurez política, como bien lo señala Salinas de Frías (2003, p. 72): “Polonia, con una medida de demandas anuales en torno a las 1000”, número muy por encima en comparación con los otros socios comunitarios y que se ve representada en sus numerosos casos de corrupción[18], así como en las demandas pendientes ante el TEDH por violación de la prohibición de tratos o penas crueles, inhumanos o degradantes.




  Ahora bien, otro aspecto que se debe destacar en la transformación política de Polonia es el giro hacia la derecha radical que se produjo desde 2005 y que permitió su posicionamiento, toda vez que en las últimas elecciones eliminó a la izquierda excomunista, protagonista de los escándalos de corrupción antes mencionados, y adicionalmente se favoreció del abstencionismo electoral; esto obligó a realizar alianzas con partidos minoritarios como el Samoobrona y la Liga de la Familia Polaca, con los que se pudieron obtener los escaños necesarios para el Gobierno de derecha; sin embargo, esto no fue recibido de la mejor manera, puesto que estos grupos tenían características de xenofóbicos, antieuropeos y católicos fundamentalistas, lo que necesariamente tendrá efectos directos en la relaciones con la Unión Europea (Herrero, 2008, pp. 18-19).




  IV. CALENDARIO DE LAS NEGOCIACIONES




  Desde que inició su camino hacia la democracia Polonia empieza a observar a la Unión Europea como una posibilidad del mejoramiento de sus condiciones económicas y la estabilidad de su situación política. De esta manera, inicia un proceso de negociación que culminará con su incorporación como socio de la Unión y aliado estratégico de esta en la Región.




  En virtud de lo anterior podemos reseñar las principales etapas que se produjeron en este proceso, que se inician en 1989 con la firma del Convenio sobre el Comercio y la Cooperación Económica entre Polonia y la Unión Europea, inmediatamente después del establecimiento de un Gobierno democrático en el país; con este convenio se buscaba la liberalización y facilitación del comercio entre los países firmantes.




  El 16 de diciembre de 1991 se firmó el Tratado europeo entre las Comunidades Europeas y Polonia, que buscaba la creación de una asociación entre los países firmantes; a partir de este tratado se deja claro, como puede observarse en la parte considerativa del mismo, la intención por parte de Polonia de pertenecer a la Unión y estrechar los lazos comerciales que permitan la inversión, la modernización tecnológica y el apoyo por parte de la Comunidad del proceso político que vivía, de carácter multipartidista, que en términos generales se constituyó en un visto bueno de la intención de Polonia de hacer parte de la integración europea.




  El 21-22 de junio de 1993, el Consejo Europeo determinó los criterios que deberían adoptar los países que aspiraban incorporarse a la Unión; estos se denominaron “los criterios de Copenhague”, entre los que se encuentran la política monetaria y los tipos de cambio; aspectos internacionales; el mercado único y las políticas comunes; ampliación; y para el caso que nos ocupa, la relación con los países del Este. Aspecto importante para la Unión, porque esta consideraba importante apoyar el proceso que estaban viviendo algunos de estos países. Como un aspecto clave para la seguridad y la paz en Europa, se fijaron los requisitos de adhesión, en los que se encontraban el cumplimiento de los Derechos Humanos, la democracia, el Estado de derecho, modernización económica. Así las cosas, el Consejo Europeo aprobó lo siguiente:




  

    	La Comunidad propone que los países asociados entren en una relación estructurada con las instituciones de la Unión dentro del marco de un diálogo multilateral reforzado y ampliado y de una concertación sobre problemas de interés común. Las disposiciones, que se establecen en el Anexo II de estas conclusiones, incluyen el diálogo y la concertación sobre una amplia gama de temas y en varios foros. Cuando resulte apropiado, además de las reuniones regulares entre el Presidente del Consejo Europeo y el Presidente de la Comisión con sus equivalentes de los países asociados, podrán celebrarse reuniones conjuntas de todos los Jefes de Estado y de Gobierno para debatir problemas específicos previamente determinados.




    	El Consejo Europeo, reconociendo la vital importancia del comercio en la transición hacia una economía de mercado, acordó acelerar los esfuerzos de la Comunidad para abrir sus mercados. Manifestó su esperanza de que este paso hacia adelante vaya acompañado del ulterior desarrollo del comercio entre esos países y con sus interlocutores comerciales tradicionales. Aprobó las concesiones comerciales establecidas por el Consejo de Asuntos Generales en su reunión del 8 de junio (…)




    	La Comunidad seguirá dedicando a los países de la Europa Central y Oriental una parte considerable de los recursos presupuestarios previstos para acción exterior, en particular mediante el programa PHARE. La Comunidad también hará pleno uso de la posibilidad prevista en la línea de crédito de préstamo temporal del BEI para financiar los proyectos de la red transeuropea en que intervienen los países de la Europa Central y Oriental. De resultar apropiado, una parte de los recursos del programa PHARE podrá ser utilizada para mejoras de infraestructura importantes, de acuerdo con las disposiciones adoptadas por el Consejo de Asuntos Generales de 8 de junio.




    	El Consejo Europeo, acogiendo con satisfacción la posibilidad ofrecida a los países asociados de participar en los programas comunitarios con arreglo a los acuerdos europeos, instó a la omisión a formular propuestas antes de final de año para la apertura de nuevos programas a los países asociados, tomando como punto de partida aquellos ya abiertos a la participación de los países de la AELC.




    	El Consejo Europeo subrayó la importancia de la aproximación de las legislaciones de los países asociados a las que son de aplicación en la Comunidad, en primer lugar con respecto a la distorsión de la competencia y, además, ante la perspectiva de la ampliación, a la protección de los trabajadores, el medio ambiente y los consumidores. Acordó que debería ofrecerse formación a los funcionarios de los países asociados en materia de legislación y práctica comunitarias y decidió que se establecerá un grupo especial compuesto por representantes de los Estados miembros y de la Comisión para coordinar y dirigir esta tarea. (Consejo Europeo de Copenhague, 1993)


  




  Con todo el trabajo anterior Polonia presenta la solicitud formal a la Unión Europea en 1994; hasta 1997 en el Consejo Europeo de Luxemburgo se plantea de manera concreta el inicio de las negociaciones, que se producirían en 1998; se estableció una fecha concreta para esto, que fue el 30 de marzo de 1998, mediante la reunión de Ministros de Asuntos Exteriores de los países miembros y de los candidatos a la adhesión; en este documento se retomó el asunto de cómo se haría la preadhesión y los requisitos de incorporación que debían cumplir los países y que variaban según las condiciones establecidas a cada uno de estos. De esta manera, tanto en este Consejo como en la Agenda 2000 se estableció que las negociaciones se iniciarían con unos países en particular, entre los cuales se encontraba Polonia, centrándose en la adopción y aplicación del acervo comunitario.




  Este proceso —que le costó a Polonia reformas en sus políticas internas para que pudiese adaptarse a los criterios marcados para la Unión Europea que le permitieran la incorporación y, por tanto, ostentar su carácter de socio— culminó el 13 de diciembre de 2002, con el Consejo Europeo de Copenhague, dándole la bienvenida a los nuevos miembros: Chipre, la República Checa, Estonia, Hungría, Letonia, Lituania, Malta, Polonia, la República Eslovaca y Eslovenia, que harían parte de la Unión a partir del 1.º de mayo de 2004.




  V. GANANCIAS OBTENIDAS POR PARTE DE POLONIA




  Al culminar las negociaciones, el Gobierno polaco presentó un buen balance de los acuerdos logrados con los países miembros de la Unión; con relación al impacto en el territorio del Estado se destacan:




  

    	El logro de un periodo de transición mayor que otros países en materia de política agrícola, sobre todo lo relacionado con la propiedad agrícola y forestal.




    	Se garantizó la posición de Polonia como beneficiario neto[19]. De la misma manera, se logró un financiamiento adecuado para adaptar las fronteras[20] a las exigencias de aplicación del Acuerdo de Schengen.




    	Se lograron unas condiciones de financiamiento adecuadas y ventajosas con relación a los otros países.




    	Además, el logro de una posición dentro de las instituciones comunitarias similar a la detentada por España: tendría en cuenta el polaco como uno de los idiomas oficiales de la Unión. Sin duda, este es uno de los principales beneficios obtenidos por este país, si se tiene en cuenta que España en ese momento se encontraba lejos de presentar similitudes en el campo político, económico y social. Sin embargo, debe tenerse en cuenta que con el Tratado de Lisboa se redujo el número de comisionados.


  




  En cuanto a los inconvenientes presentados durante la negociación de la ampliación, se encuentran los representados en los riesgos, específicamente en cuanto a la aparición de los déficit estructurales, de la insuficiencia presupuestaria, así como la falta de cohesión representada por los disímiles, que son los nuevos socios de la actual Unión Europea.




  Estos inconvenientes se evidencian en la aplicación del modelo social europeo, que tiene sus raíces en el final de la Segunda Guerra Mundial; este busca la aplicación de principios como un mercado de trabajo altamente protegido, competitividad en ausencia del dumping social y ecológico, entre otros. En palabras de Buelga Maestro (2005), se le plantea a la Unión Europea una demanda de intervención social, y la insatisfacción de esta incide directamente en el modelo europeo, en la medida en que traslada la competencia interestatal al ámbito social.




  VI. PAPEL ACTUAL DE POLONIA EN LA UNIÓN EUROPEA




  A pesar de las posiciones que puedan presentarse en contra del europeísmo, Polonia procura ser el facilitador de la Unión Europea en la estabilización de la Región, específicamente en lo que tiene que ver con los países orientales. De ahí, su apuesta directa a continuar la ampliación en la Unión. Polonia tiene la vocación integracionista y por eso es partidaria del ingreso de nuevos socios; como Ucrania, la idea es incluir países hasta ahora no democráticos, como Bielorrusia (Wojna, 2006).




  Por otra parte, se destaca la participación activa de Polonia en la Política de seguridad y defensa de la Unión Europea; asimismo, participa activamente en la Agencia Europea de Defensa, y manifestó su disponibilidad para hacer parte de la Fuerza de Gendarmería europea.




  Como otros de los países de la Unión, el proyecto del Tratado por el cual se establecía una Constitución para Europa, también fue objeto de rechazo por parte del Gobierno polaco, que como ya se mencionó, consideraba una inclinación directa hacia el europeísmo pero con muchos vicios al momento de su planteamiento. Por tanto, la posición del Gobierno polaco se puede resumir en tres aspectos: primero, por la transmisión exagerada de competencias del orden interno a las instituciones comunitarias; segundo, porque al cambiar el sistema de votos que se encontraba en NIZA y que reforzaba el papel de Polonia en la Unión, traería como consecuencia la pérdida del poder de Polonia dentro de esta y reforzaría nuevamente el poderío de los tres países miembros más grandes; tercero, no se incluyen las raíces cristianas de algunos países europeos (Wojna, 2006).
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